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BOLETIN JUDICIAL 
OROANO DE LA SUPREMA CORTE 

D I'R E e e JO N 

SECRETARIA GENERAL DE LA SUPREMA CORTE DE. JUSTICIA 

SECCION DE LA SUPREMA CORrrE DE JUSTICIA 

Dios, Patria i Libertad.=República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

EN NOMBRE DE LA REPUBLICA 

Visto el requerimiento del ciudadano Procurador General de la Re­
pública, de fecha 21 de febrero próximo pasado para que sea suspendido ·i . 
en el ejercicio de sus funciones el ciudadano Mateo Saladrigas, Alcalde 
de la común de Villa Rivas,· quien se encuentra sub-judice; 

Vista la denuncia presentada al.Procurador General de la Repúbli-. 
ca, contra el ciudadano Mateo Saladrigas, por el señor Francisco 
Mendez; · . 

Vista una comunicación del Procurador Fiscal de Pacificador ~1 
Procurador General de la República, según la cual existe un procesoen 
curso contra el ciudadano Saladrigas. 

Visto el párrafo 3 de la Orden Ejecn ti va N9 192. 

La Suprema Corte resuelve: 
Suspender en el ejercicio de sus funciones al ciudadano Mateo Sala­

drigas, Alcalde de Villa Rivas, por encontrase sub-judice. 
Dado en el Palacio de Justicia, en la ciudad de Santo Domingo, 

Capital de la Repí1blica, a los cinco días del mes de marzo de mil nove-
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cientos diez i nueve, año 769 de la Independencia i 569 de 1:.. Res­
tauración. 

R. T. Castillo.-M. de J. González M.-P. Báez Lavastida.­
A. Woss i Gil.-Andrés T. L"vfontolío.-A. Arredondo Miura. 

Dado i firmado ha sido el auto anterior por los señores jueces que en 
él figuran, en Cámara del Consejo, el mismo día, mes a: J arriba 
expresados, lo que yo, Secretario General, certifico. 

Octa~'io Landolfi. 

Dios, Patria i Libertad.=República Dominica,a. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

E N N O M B R E D E LA R E P U B L I C A 

Vista la instancia dirijida a la Suprema Corte de J ustic:a, e:1 f .. ~!J. a· 
ventiseis de febrero de mil novecientos diez i nueve por el ciudad:<.u0 
Licenciado Rafael Castro Ruiz, Abogado de los Tribunales dL laR~~.:::­
blica, por la cu;:;l solicita el nombramiento de Notario Público !"lar~ la 
común de Santo Domingo.· 

Visto el dictamen del· Magistrado Procurador General de la 
República. 

Visto el artículo 79 de la Lei del Notariado . 
. , Atendido, a q ne el solicitante tiene todos los requisitos legales para 
"el cabill ejercicio de sus funciones; i que por renuncia del ciudadano 

Francisco X. Ariza, existe una vacante en el número de los riotarios de 
la común de' Santo Domingo. 

· La Suprema Corte de Justicia, resuelve: conceder al ciüdadano 
Licenciado Rafael Castro Rniz, Abogado de los Tribunales de la Repú­
blica, el nombramiento de Notario Público de la común de San­
to Domingo. 

Comuníquese al interesado. 
Dado en el Palacio de Justicia, en la ciudad de Santo Domingo, 

Capital de la República, a los cinco días del mes de marzo de mil nove­
cientos diez i nueve, año 769 de la Independencia i 569 de la Restat1-
ra.cióu 

R. J. Castillo.,-A, Arredondo 1\1iura.-A. vVoss i GiJ.;_P. Báez 
Lavastida.-Andrés]. Montolío.-1\1. de]. González .1\1. 

Dado i firmado ha sido el anterior auto por los señores JUeces que 
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en él figuran, el mismo día, mes i año arriba expresados, lo que yo, 
Secretario General, certifico. 

Octa vio Landolfi. 

Dios, Patria i Libertad.=República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

E N N O M B RE DE LA RE P u'B L I CA 

Vi.;b 11. instancia dirijida a la Suprema Corte de Justicia, en fécha. 
5 de nÜ;zo de 1~19, por el ciudad-ano Milcíades R. Alburquerque, N o­
tario Pí;Llico de la exting-uida común de Boyá, por la cual pide que, de 
acnedo con la Orden Ej~cutiva N9 264, publicada en lá Gaceta Oficial 
N9 :__991, se le expida el nombramiento de Notario Público para la co­
::IlÚt; :le Mo!Jte Plata. 

\ Jstas las Ordenes Ejecutivas Nos. 255 i 264. 
Visto el artículo 89 de la, Lei del Notariado. 

, :r.,a Suprema Corte de Justicia, resuelve: conceder al ciudadane Mil­
A·:{ues R. Alburquerque, el nombramiento de Notario Público de la co­
m:~n de Monte Phta. 

Comuníquese. 

Dado en el Palacio de Justicia, en la ciudad de Santo Domingo, 
Capital de·Ia República, a los cinco días del mes de marzo de mil no~ 
vecientos diez i nueve, año 769 de la Independencia i 569 de h Res·­
ta u ración. 

R.]. Castillo.-M. de f. González M.-P. Báez Lavastida.­
Andrés J. Montolío.-A. Woss i Gil.-A. Arredondo Miura. 

. Dado i :firmado ha sido el anterior auto por los señores jueces qt~e 
en él figuran, en Cámara del Consejo, el mismo día, mes i año arn­
ba expresados, lo que yo, Secretario General, certifico. 

Octavio Landolfi. 
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Oios, Patria- i Libertad.-República Oominican~·. 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

E N N O M B R E DE LA R E P U B L 1 C A . 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Eduartlo Echa­
varría, propietario, domiciliado en' Baní, jurisdicción de la Provincia de 
Santo Demingo, contra sentencia de la Corte de Apelación de Santo 
Domingo, de fecha siete de mayo de tnil navecientos diez i siete. · 

Visto el Memorial del recurse de casación depositado en la s~cre­
taría General por el abogado del recurrente, en el cual se alega contra 
la sentencia impugnada, la violación de los artículos 1350, 1352 i 1134 
del Código Civil; ·170 del Código de Procedimiento Civil i 65 de la 
Constitución. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 
Oído al Dr. Gustavo A. Mejía, abogado del intimaute, en su 

escrito de alegatos i en sus conclusiones. 
Oído al Lic. Gustavo A. Díaz, abogado del intimado, en su escrito 

de réplica i en sus conclusiones. , 
Oído el dictamen del. magistrado Procurador General de la Repú-

blica. 
La Suprema Corte de Justicia, después de haber deliberado i vistos 

los artículos 65 de la Constitución; 24, última parte, i 71 de la Ley so-. 
bre Procedimiento de Casación; i 131 del Código de Procedimiento 
Civil. 

Considerando, que en el recurso de apelación interpuesto por el señor 
Francisc0 Herrera. contra una sentencia del Juzgado de Primera Ins­
tancia de Santo Domingo, la CortP. de Apelación de este Departamento 
pronunció en fecha dos del mes de diciembre de mil novecientos catorce, 
una sentencia cuyo dispositivo dice así: <<que debe confirmar y confirma 
la sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia de este Distrito 
Judicial, en sus atribuciones comerciales, en fecha diez i n neve de se­
tiembre de mil novecientos trece, la cual dispone: Primero; que no es 
una venta la convenida por el señor E. Echavarría en el contrato de 
mayo de mil novecientos seis, y en consecuencia, el señor Francisco 
He-rrera no es propietario de los bienes_objeto del contrato. Segundo: 
que debe ordenar la rectificación de las cuentas producidas por ef señor 
F. Herrera, pero con sujeción a las siguientes modificaciones: a) que 
no debe el señor Hetrera cargar arrendamientos; b) que debe abonar 
1os alquileres por él cobrados; e) que debe cobrar intereses conveni­
dos de uno por ciento; d) que no debe c;¡_pitalizar dichos intereses; e) 
q ne no debe el señor Herrera cargar el valor de los bueyes com prendi-
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dosen el contrato. Tercero: que si diez días después de la notifiica­
ción de esta sentencia no hiciere el señor Herrera las rectificaciones se­
ñaladas, se hagan estas por peritos que de común acuerdo nombren las 
partes dentro de los tres días siguientes al día dd vencimiento del pla­
:lO de diez días, o por los que nombre el Juzgado a quo, si no hai acuer­
do entre las partes, o si venciere el término determinado para ellos 
nombrarlos-.)) · 

Considerando, que no estarido de acuerdo los señores Herrera i 
Echavarría respecto de la posesión de los bienes a que se refería la sen­
tencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo de fecha dos de di­
ciembre de mil novecientos catorce, al declarar «que no es una venta la 
convenida por el señor Echavarría en el contrato de mayo de: mil nove­
·cientos seis i en consecuencia el señor Francisco Herrera no es propie­
tario de los bienes objeto de contrato;» el señor Herrera citó a su con­
trario para ante la Corte de Apelación de Santo Domingo en interpre­
tación de la sentenciá del dos de diciembre de mil novecientos catorce. 

Considerando, que en fecha siete de mayo de mil novedentos diez 
i siete dictó la Corte de Apelación de San~.o Domingo la sentencia im­
pugnada en el presente recurso, cuyo dispositivo dice así: <<Prrimero: 
rechaza el fin de no recibir propuesto por el señor Eduardo Echavarría; 
segundo: interpreta la sentencia de esta Corte de fecha dos de diciem­
bre de mil novecientos catorce y, . en consecaencia, declara que el de­
recho de garantía reconocido al señor Herrera sobre los bienes que 
fueron objetos del contrato del veinte i seis de mayo de mil novecien­
tos seis entre él i el señor Eduardo Echavarría, implica para el señor 
Herrera la facultad de tener en posesión los bienes que tueron obje­
tos del contrato, mientras aquel no cancele las sumas que éste ha pa­
crado por su: cuenta. . . . . .. )) b ' 

Considerando, que la interpretación de las sentencias por los Tribu-
nales que las han, dictado, no tiene, ni puede tener, por objeto, sino 
aclarar lo que era obscuro, o precisar lo que era ambiguo, en la senten-. 
cía interpretada; que desde el momento en que la claridad i precisión 

. de los términos de una sentencia no dan lugar a dudas respecto de lo 

. decidido por el Juez, no puede haber lugar a interpretaci0n. 
Considerando, que la comparación del dispositivo de la sentencia 

de la Corte de Apelación de Santo Domingo, de fecha dos de diciembre 
ele mil novecientos catorce, en el de la sentencia de la misma Corte de 
fecha siete de mayo de mil novecientos diez i siete, evidencia que la 
última no interpreta la primera, sino que falla una nueva demanda, no 
sometida al.Tribnnal de Primera Instancia; condición sine qua non pa­
ra que pudiera serlo a la jurisdicción del segundo grado. 
· Considerando, que la incompetencia de las Cortes de Apelación pa­
ra conocer en instancia única de demandas sometidas por su naturaleza 
a la regla de los dos grados ele jurisdicción es absoluta; i por tanto el 

. , 
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medio de casación deducido de la misma, no sólo puede proponerse por 
primera vez ante la Corte de Casación, sino que, por ser de orden ptl­
blico, puede ser suplido de oficio por este Supremo Tribunal. 

Considerando, que si bien el señor Herrera emplazó a su cont:a 
parte por ante la Corte de Apelación en interpretación de la sentenc1a 
de la misma del dos de diciembre de mil novecientos catorce, el objeto 
de su demanda era que· se le mantuviere en posesión de los bienes del 
señor Echavarría a las cuales se refería el contrato celebrados por am­
bos en mil novecientos seis, i que la senteneia del dos de diciembre de 
mil nc,vecientos catorce declaró no eran propiedad del señor Herrera; lo 
que constitüía nn punto de interpretación del contrato, i no de la sen­
tencia; i portantono podía ser sometido de plano a la Corte de Apelación. 
· . Considerando, que siendo incompetente, como lo era la Corte .de 
Apelación de Santo Domingo, para fallar la llamada demanda en m­
terpretación del señor Herrera, i debiendo ser casada por ese motivo, la 
sentencia del 7 de mayo citada, sería inútil examinar los medios de ca-

. sación alegados por el recurrente. · 
. Por tales motivos, casa la sentencia de la Corte de Apelación de 

Santo Domingo, de fecha siete de mayo de mil novecientos catorce, por 
causa de incompetencia; envía el asnnto para su conocimiento por ante 
el Juzgado .de Primera Instancia de Santo Domingo; i compensa los 
costos. 

R. J. Castillo.-M. de J. González Af.-P.· Báez L~vastida.­
A. Woss i ?ii.-Andrés J: Monto!ío.~A .. Arredondo Miura. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los señores jueces 
que en ella figuran, en la audiencia pública del día diez de marzo de 
mil novecientos diez i·nueve; lo que yo, Secretario General, certifico. 

Octavio Landolfi. 

Dios, Patria i Libertad.=República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

E N N O M B RE DE LA RE PUB L 1 CA 

Sobre el recurso de casación interpuesto por el señor Juan A. Ra­
mírez, pescadero, del domicilio i residencia de esta Ciudad de Santo Do­
mingo, contra sentencia del Tribunal de Higiene ele la Primera Cir-
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ciinscripción de la Común de Santo Domingo, de fecha ocho de enero 
de mil novecientos diez i nueve, que lo condena a pagar veinte i cinco 
pesos de multa i los costos, _por el hecho de vender pescado e11 mal estado. 

Oído el informe del magistrado Juez Relator. 
Oído el dictamen del magistrado Procurador General de la Repú-

blica. 
La Suprema Corte, después de haber deliberado, i vistos los artícu­

los 12 i 31 reformado del Reglamento de la Junta Superior de Sanidad 
de fecha 29de abril de 1913; i 71 de la Lei sobre Procedimiento de Ca-
sación. 

Considerando, que según consta del acta levantada en fecha siete 
de enero de mil novecientos diez i nueve por el Cabo de la Policía Mu~ 
nicipal Manuel de J. Pérez, i qn~ firman como testigos Eugenio Rodrí­
guez i Arturo Sardá, Juan A. Ra mírez vendía en el Mercado Antiguo 
de Santo Domingo pescado en mal estado para el consumo público; que 
en consecuencia fué sometido a la Alcaldía de la Primera Circunscrip­
ción de Santo Domingo, en sus atribuciones de Tribunal de Higiene, en 
virtud de los artículos 12 i 31 reformado del Reglat'nento de la Junta 
Superior de Sanidad de fecha 29 de abril de 1913. 

Considerando, que el recurrente en su declaración del recurso de 
casacion no .invocó ninguna violación de la lei; limitándose a exponer 
((queJas razones en que basa dicho recurso se las reserva para exponer­
la oportunamente; 11 pero que no ha hecho valer nilJgún medio de casa: 
ción por ante la Suprerna Corte. · 

Considerando, que la sentencia impugnada es regular en la forma; 
i que la pená impuesta al inculpado es la establecida por la lei para la 
infracción de la cual fné reconocid-o culpable por el Juez del fondo; que 
por tanto el recurso de casación es improcedente. 

Por tales motivos, rechaza el recurso de casación interpuesto por 
el s_eñor Juan A. Ramírez i lo condena al pago de los costos. 

R. J. Castillo.-lVJ. ele J. González 1111.-P. Báez L.<nrastida.-­
Andrés J. Nlontolío.-A. lVoss i Gil.-A ... Arrcdondo Nliura. 

Dada i -firmada ha.-sido la anterior sentencia por los señores jueces 
.que en ella figuran, en la audiencia pública del día doce de marzo ·de 
:mil novecientos diez i nueve, lo, que yo, Secre,tario General, certifico. 

Octa vio Landolfi. 

• • 
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Dios, Patria i Libertad.=República Oominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

EN NOMBRE DE LA REPUBLICA 

Sbbre el recurso de casación interpuesto por el señor Juan Guzmán, 
pescador, del domicilio i residencia de esta ciudad ~e Santo. Domin~o, 
contra sentenria del Tribu-nal de Hig-iene de la. Pnmera Clrcun~cnp­
ción de la común de San'to Domingo; de fecha ocho de enero de 1ml no­
vecientos die-z i nueve, que lo condena a pag-ar veinte i cinco pesos oro 
de mult;;¡_ i los costos por el hecho de vender pescado en mal, estado. 

Oído el informe del magistrado J nez Relator. 
Oído el dictamen del magistrado Procurador General de la Re­

pública. 

·La Suprema Corte, después de haber deliberado i vistos los artícu­
los 12 i 31 reformado, del Reglamento de la Junta Superior de Sanidad 
ele fecha 29 de abril de J 913; i 71 de la Leí sobre Procedimieuto de Ca­
sación. 

,. 
' 

Considerando, que Juan Guzmán fué sometido a la Alc'l.ldía de L: :_{;' 
Primera Circunscripción de Santo Domingo, en sus funciones de Tri-
bunal de Higiene, en virtud de los artículos 12 i 31, reformado, del Re- ~ 
glamento de la Junta Superior de Sanidad, de fecha veinte i nueve de 
abril de 1913, por el hecho de vender en el Mercado ·Antiguo ele San-
to Domingo pescado en mal estado para el consumo, según consta 
de acta levantada ·en fecha 7 de enero de 1919 por el cabo de la Po-
licía Municipal Manuel de J. Perez, la cual firman como testigos Euge-
nio Rodríguez i Arturo Sardá. 

Considerando, que la contravención a cargo de Juan Gu:~:mán fné 
legalmente establecida por el acta del Cabo de la Policía Municipal, que 
la levantó; que el inculpado alegó ante el Tribunal de Higiene que el 
pescado no estaba en mal estado; que el mal olor qne despedía procedía 
de la tripa, por ser pescado colorado que se come las sardinas que se co 
locan en la nasa; i que él no estaba vendiéndolo sino lavándolo; pero 
esas afirmaciones del inculpado no fueron consideradas por el J ue:~: del 
fondo suficientes para destruir la fé ~ebida al acta del Ajente de policía; 
que al proceder de ese modo el Tuez no violó ninguna lei. 

Considerando, que el inculpado, ni en su declaración del recurso 
ni por ante la Suprema Corte hainvocado ninguna violacióü de la leí; 
que la sentencia es_ regular en la form~; i que la pena impuesta es la 
que establece la le1 para la contravención ele la cual fué considerado 
autor Juan Guzmán. 
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Por tales motivos, rechaza el recurso de casación interpuesto por 
el señor Juan Guzmán, i lo condena al pago de los e:ostos. 

R. J. Ca.stillo.-A. AJ•J•eclondo M.inra.-André8 J. 11lontotío~A. Woss 
.i OU.~P. Báez Lavastida.-M.. de j; Gvnzález M. 

Dada i firmada ha sido ·la at;~.terior sentencia, por los señores jueces 
.que en ella figuran en la audiencia pública del día doce de marzo de mil 
,novecien.tos diez i nueve, lo que yo, Secretario General, certifico. 

OctaTio Landolfi. 

!Dios,, Patria i l:ibertad.=República Dominic~na. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

E N N O M B R E D E LA R E P U B L 1 C A 

Sobre e;l recurso de casación interpuesto por el señor Juan Maldo-
{;' ,nado, comerciante, del domicilio i residencia de esta ciudad de ·Sant<!> 

Domingo, con.tra sentencia del Tribunal de Higiene de la Primera Cir­
,ctmscripción de la común de Santo Domingo, de fecha diez de diciembre 
.de mil novecient.1s diez i .ocho., que lo condena a pagar diez pesos de 
n1nlta i los ·costos, por tener una casa de su propiedad sin letrina. · 

Oído el informe del n;wgistrado J u.ez Relator. 
Oído ,el dictamen del magistrado Procurador General de la Re-

pública. . 
La Suprema Corte, después de h.aber deliberado i vistos los artícu­

.los 19 i 39 del Reglamento de la Junta Superior de Sanidad de f!=cha 
· 30 de octubre de 1912 i 71 de la Lei sobre Procedimiento de Casación. 

Considerando, que Juan Maldonado fué sometido a la Alcaldía d.e 
la Primera Circunscripción de Santo Domingo, en sus atribuciones de 
Tribunal de Higiene, por tener una casa de su propiedad sin letrina; 
hecho previsto i penado por el Reglamento de la Junta Superior de Sa­
nidad de fecha 30 de octubre de 1912. 

Considerando, que el hecho imputado al inculpado Maldonado, fué 
comproba~o por el Oficial de Sanidad E. Lirio; i además reconocido im­
plícitamente como cierto por el inculpado, quien alegó por ante el Tri­
bunal de Higiene que él tiene un contrato con uno de sus colindantes, 
per el cual sus inq uiliuos se sirven, cuantas veces deseen, de la letrina 
.de su colindante. 

• • 
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.de su colindante. 

• • 
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Considerando que el recü rren te, en su declaración del recurso de 
casación manifestÓ que lo fundaba en lás razones: a) que laléi no es­
tablece ei lugar donde deba hacerl>e la letrina, i por consiguiente, uno 

_ puede hacerla ·o tenerla donde le parezca, siempre que pueda hacer l;s_o 
de ella; i b) . que su casa tiene letrina, de la cual se sirven los inqm_h­
nos que tieile en dicha casa, puesto que la letrina de uno de los colm­
dantes e&> común en uso, es decir, que de ella se sirven los inquilinos_de 
él i los de su colindante. según contrato que posee; que así lo ha vemdo 
haciendo desde hace mucho tiem¡:o, i que por tanto la Sanidad no pue­
de obligarlo a hacer uua letrina dentro de los límites materiales de su 
propiedad, porque las leyes no se oponen a lo que él ha contratado con 
su colindante, i qne está imposibilitado, por ahora, económicamente pa­
ra 11 acerb. 

Considerando, que el Regbmento de la Junta ~uperior de Sani­
dad, de fecha 30 de octubre de 1912, dispone imperativqmente que toda 
casa destinada a habitación esté provista de una letrina hecha de con­
formidad con lo que al efE:cto establece el Reglamento de construcciones 
1el Ayuntamiento, de fecha 25 de julio de 191 1; que la circunstancia 
de que los inquilinos de una casa puedan usar de la letrina de una casa 
colindant~, 110 equivale a que aquella esté provista de letrina propia; 
que es lo exigido por el citado reglamento; que por tanto el Tribunal 
de Higiene hizo una jnsta apreciación del hecho i una exacta aplicación 
de la lei. 

Por tales moti\·os, recha%a el recurso de casación interpuesto por 
el señor Juan l'v1aldonado, i lo condena al pago de los costos .. 

R. f. Castillo-A. lVoss i GiG-M. de J. González M.-P. Báez 
Lavastida..-A. Arredondo l11iura..-Andrés]. Montolío. 

Dada i firmada ha sido la anterior sentencia por los señores jueces 
que en ella figuran, en la audiencia pública del día doce de marzo de 
mi1nove~ientos diez i núeve, lo que yo, Secretario General, certifico. 

Octavio La.ndolfi. 

Dios, Patria i Libertad.=República Dominicana. 

LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

EN NOMBRE bE LAREPUBLICA 

·vista la instancia g u e antecede suscrita por el Licdo. Francisco J. 

• • 
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Peynado i Dr, M García Mella, abogados constituídos por el señor Ra­
món Soñé, de las calidades expresadas en el Memorial de petición de 
proveimiento de casación, en la cual exponen: ((que el señor Elizardo 
·Castillo, del domicilio i residencia de San Pedro de Macorís, parte inti­
mada en la presente litis, citado debidamente para que proponga sus 
alegatos de defensa por ante la Corte de Casación no ha constituído abo­
gado no obsta~ te haberse vencido los plazos de lei, procede el defecto 
que pide él intimante en virtud del artículo 9 de la Ley sobre Procedi­
miento de. Casación i se proceda de acuerdo con elartículo 11 de la mis-
ma lei.1> · 

Vistos los artículos 8, 9 i 11 de la Leí sobre Procedimiento de Ca­
sación. 

Visto el dictamen del niagistrado Procurador de la República, opi­
nando se acojan las conclusiones ele la parte recurrente. 

R E S U EL V E: 

Declarar el defecto contra el intimado Eljzarclo Castillo, ele las ge-
n~rales ~xpresaclas. . 

Dado en el Palacio de Justicia, .ea la ciudad ele Santo Domingo, 
Capital de la República, en Cámara del Consejo, a los veinte días del 
mes de marzo de mil novecientos diez i nueve,·año 769 de la Indepen­
dencia i 569 de ]a Restauración. 

R. T. Castillo.-- A. Arredondo Miura.-A .. Woss i Gil.-Andrés 
J. Montolío. -P, B:iez Lavastida. 

Dado i firmado ha sido el anterior auto por los señore~ jueces que 
en él figuran, el mismo día, mes i año arriba expresados, lo que yo, 
Secretario Gener;:~l, certifico. 

,:) 

Octario La11dolfi. 

GOBIERNO MILITAR DE SANTO DOMINGO 

ORDEN EJECUTIVA No. 25!-

En virtud de los poderes de que está investido el Gobierno Militar 
de Santo D~mingo, se. d~clara de utilidad pública i se autoriza el esta­
blecimiento de una PENITENCIARIA NACIONAL, que estará bajo 
1a Dirección de la Secretaría de Justicia e Instrucción Pública: 

• • 
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